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12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

CONCLUSIONES
político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

CONCLUSIONES
- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 

de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.

CONCLUSIONES



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

CONCLUSIONES
Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

CONCLUSIONES
Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

CONCLUSIONES
intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

CONCLUSIONES
Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

CONCLUSIONES
Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

CONCLUSIONES
(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

CONCLUSIONES
lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.



12 de marzo de 2026 – Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+)

La FELGTBI+ organizó, el 12 de marzo de 2026, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la quinta edición del Congreso Empresa 
y DDHH, en la sede del Parlamento Europeo en Madrid. Su objetivo fue promover el 
diálogo y la reflexión en torno a la defensa de los Derechos Humanos como instrumento 
legal básico en la protección de la comunidad LGTBI+ y el papel que desempeñan las 
empresas en este reto.
 
En ese marco, el congreso contó con más de un centenar de personas que colaboran con 
entidades del Tercer Sector, responsables de asociaciones y responsables de las áreas 
RRHH y Legal de empresas, así como personal de administraciones e instituciones que 
trabajan en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en entornos laborales y 
sindicatos.

Inauguración

Paula Iglesias, presidenta de la Federación Estatal LGTBI+

Frente al auge global de la ola antiderechos y el aumento de los discursos de odio que nos 
deshumanizan y nos presentan como una amenaza, la organización internacional ILGA 
Europa ha definido a España como un ejemplo de resistencia. 

Y no pretendo con esto lanzar un mensaje que nos sitúe en una burbuja desde la que pensar 
que las políticas antiderechos no han llegado a nuestro país. Los intentos de los gobiernos 
de la Comunidad de Madrid y la Comunidad Valenciana de vaciar de contenidos leyes que 
garantizan derechos consolidados son ejemplos de cómo determinadas fuerzas políticas 
pretenden desmantelar las leyes que nos protegen. 

Pero sí me gustaría poner encima de la mesa que, cuando existe voluntad política y 
movilización social, las instituciones democráticas pueden actuar con decisión para 
defender nuestros derechos. Y así lo demuestra el recurso ante el Tribunal Constitucional 
interpuesto por el Gobierno a las modificaciones de la Ley Trans valenciana que no solo 
recortan nuestros derechos y nos intentan devolver de nuevo a los márgenes, sino que 
abren la puerta a las mal llamadas terapias de conversión, que han sido calificadas como 
formas de tortura por la ONU.

En Andalucía, Castilla - La Mancha, Extremadura, La Rioja y Murcia, representantes de Vox 
han presentado proposiciones o han intentado impulsar iniciativas en sus parlamentos 
regionales para derogar o debilitar leyes LGTBI+ y trans, aunque no han prosperado.  

Por tanto, es evidente que existe una tendencia global marcada por esta ola reaccionaria 
internacional, pero también es una realidad que es posible revertirla con compromiso 

político e institucional, y gracias a una sociedad civil organizada que no está dispuesta a 
renunciar a sus derechos y libertades ni a dar ni medio paso atrás.

Ponencia Marco

María Solanas - Real Instituto Elcano

El debilitamiento del sistema multilateral ha quebrado los marcos normativos relativamente 
coherentes que caracterizaron las décadas anteriores de gobernanza global. Los derechos 
de las mujeres, durante mucho tiempo considerados signos de progreso democrático, 
ahora son politizados y cuestionados. En varios contextos, la igualdad de género ya no se 
percibe como una aspiración universal, sino como una línea de fractura en luchas 
ideológicas.

La erosión del orden liberal basado en reglas ha aumentado el riesgo de reacción en contra 
de una Política Exterior Feminista y de regreso a una política exterior tradicional; ejerce 
presión sobre los países que la han adoptado; y dificulta su despliegue, su alcance y sus 
objetivos transformadores. Algunos elementos que pueden apuntalar su continuidad, en el 
contexto actual, podrían ser los siguientes:

1) La visión de que la igualdad de género no es una idea aislada, sino que forma parte de 
las normas integradas de género, democracia y modernidad liberal, de modo que las 
amenazas basadas en el género son también amenazas deliberadas a la democracia.

2) Los países que adoptan una política exterior feminista cuentan no solo con las 
herramientas de la propia administración del Estado, sino también con las organizaciones 
de la sociedad civil y sus redes, incluida su contribución en términos de conocimiento, su 
capacidad de movilizar actores, crear alianzas y ser altavoz de esta política.

3) Los desafíos presentes y futuros (las amenazas a la seguridad nacional y global, 
incluyendo la radicalización violenta y el terrorismo; el cambio climático y la transición 
energética; la digitalización; la polarización o la resiliencia de las democracias) requieren 
de una comprensión de la dimensión de género para ofrecer respuestas más eficaces en 
materia de política exterior. Una Política Exterior Feminista cuenta con mejores 
herramientas de análisis de estas implicaciones, al mismo tiempo que tiene una voluntad 
transformadora de la desigualdad estructural.

4) Para varios países, adoptar una Política Exterior Feminista contribuye a consolidar su 
perfil internacional, imagen de país y su liderazgo en el escenario internacional. En el caso 
de España, esta política ha consolidado su imagen como un actor comprometido con los 
derechos humanos y la igualdad de género, reforzando su liderazgo en foros multilaterales 
como Naciones Unidas.

- Y según nuestro informe Estado LGTBI+ 2025, se ha demostrado que existen campañas 
de odio organizadas en redes para deshumanizar y patologizar a las personas LGTBI+. 
Mientras que las agresiones contra este colectivo se han duplicado en el último año. 

Todo esto nos muestra que la falta de aplicación efectiva no es un asunto técnico, sino una 
cuestión que afecta directamente a la seguridad y la dignidad de miles de personas. Por 
eso, hoy queremos abrir este espacio de diálogo con una reivindicación clara: la necesidad 
urgente de un Pacto de Estado contra los discursos de odio hacia los grupos en situación 
de vulnerabilidad, y el cumplimiento real y efectivo de la DSA en España.

Eugenia de la Rosa - Comisión Europea

El código de buenas prácticas en materia de desinformación ya es parte de la DSA, lo que 
es un revulsivo para las partes firmantes. En el caso de las plataformas, la DSA define una 
serie de riesgos sistémicos, entre ellos la desinformación, y las hace responsables de 
prevenir dichos riesgos.

Existen informes que señalan que la discriminación tiene un impacto en la participación 
democrática de los colectivos. Este será uno de nuestros desafíos futuros, muy vinculado 
también a la confianza democrática. La Comisión Europea desarrolla una estrategia 360 
grados y trabaja fundamentalmente para preservar el concepto de Europa, una Europa 
donde todos los colectivos tienen cabida, frente a actores que quieren hacer ver a través de 
la desinformación que esa idea es negativa y decadente.

La DSA califica la desinformación como un riesgo sistémico y como tal, obliga a las 
plataformas a responsabilizarse de ese riesgo. Dentro del código de buenas prácticas se 
prevé la desmonetización de la desinformación pero la lucha contra la desinformación es un 
trabajo de todos, plataformas, anunciantes, usuarios y verificadores.

Elisa García Mingo - UCM

La ponencia analiza el impacto de la Ley de Servicios Digitales (DSA) en la mitigación de 
discursos de odio y toxicidad online, articulándose sobre tres pilares: responsabilidad 
estructural, transparencia y un enfoque basado en derechos humanos. El estudio identifica 
que la hostilidad digital no es un fenómeno aislado, sino que se sustenta en tres vectores 
críticos:

- Construcción Identitaria: Donde el antagonismo, el antifeminismo y la manosfera 
operan como elementos de pertenencia.

- Capital Simbólico: La validación del estatus y el reconocimiento de grupo se producen 
mediante la reproducción de discursos agresivos basados en la cultura y política troll. 

- Arquitectura Digital: La existencia de un diseño tóxico donde los algoritmos, bajo la 

lógica de la economía de la atención, premian el contenido polarizante y conflictivo 
para maximizar la interacción.

Finalmente, se evalúa el alcance de la regulación. Si bien la DSA puede alterar los incentivos 
a la viralidad, rediseñar sistemas de recomendación y reducir la impunidad, se concluye que 
su capacidad es parcial. La normativa puede modificar las mecánicas de la plataforma, pero 
resulta insuficiente para erradicar por sí sola problemas sistémicos como la cultura de la 
humillación o la violación.

Marina Sacristán - Maldita.es

La DSA acaba con la concepción errónea de que el mundo físico y el digital están 
separados, tratando de que las protecciones y garantías que tenemos con usuarios se 
extiendan al ámbito digital. El reglamento pone el foco en el rol de las plataformas 
digitales, especialmente las más influyentes.

Existen narrativas recurrentes que afectan o instrumentalizan al colectivo LGTBI. 
Especialmente, vemos muchas campañas que deshumanizan a las personas trans además 
de usarse como acusación en contra de personajes públicos como Brigitte Macron o 
Begoña Gómez. Existen también narrativas desinformadoras en relación al dinero público 
invertidos en el colectivo.

Una de las claves dentro de la DSA es diferenciar entre contenido ilegal y contenido dañino, 
y las plataformas deben tratar con ellos de forma distinta. Por otro lado, las obligaciones 
relacionadas con el poder apelar decisiones de moderación o poder denunciar contenido 
pueden ser claves para la protección del colectivo. La mayor parte de la responsabilidad 
recae en las plataformas digitales, pero las empresas deben comunicar con responsabilidad 
y ser capaces de crear espacios seguros. La información de calidad frena la difusión de 
desinformación.

 

CONCLUSIONES
espacios de seguridad psicológica que potencian el talento, la creatividad y la innovación. 
Al entender la inclusión como un activo estratégico y un derecho humano, las empresas no 
solo mitigan las desigualdades amplificadas por las crisis, sino que fortalecen su resiliencia 
y su capacidad de adaptación a los retos del futuro.

La experiencia de empresas como COFIDES demuestra que el éxito de estas políticas 
reside en la transición de un enfoque reactivo a uno estratégico y humano. La 
implementación de protocolos pioneros —como el acompañamiento a personas trans y sus 
familiares— y el impulso de un liderazgo visible y comprometido son factores críticos para 
una transformación real. La innovación en igualdad LGTBI+ requiere constancia para 
derribar barreras culturales y una voluntad firme de integrar la diversidad en el modelo de 
gestión; solo cuando la inclusión es una convicción institucional, la empresa se convierte en 
un agente de cambio capaz de generar un impacto social que trasciende sus propios muros.

Mesa IV: DSA y derechos digitales: Prevención del odio en la nueva era 
de la (des)información.

Anna Biosca, responsable de comunicación digital FELGTBI+

La Unión Europea aprobó la Digital Services Act, o Ley de Servicios Digitales (a partir de 
ahora: DSA), una normativa que obliga a todas las plataformas que operan en la UE 
—desde TikTok hasta X/Twitter, Instagram o Facebook— a actuar de manera decidida 
contra la difusión de discursos de odio. Es una ley de obligado cumplimiento en todo el 
territorio europeo.

A partir de ese momento, los Estados miembros, incluido el nuestro, adquirieron una 
responsabilidad clara: establecer organismos capaces de supervisar y garantizar que estas 
plataformas cumplan la ley. En el caso de España, esta función recae desde 2024 en la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), que se convierte en el 
Coordinador de Servicios Digitales responsable de vigilar, investigar y, cuando sea 
necesario, sancionar.

Sin embargo, a día de hoy no está cumpliendo esta ley en España, por el momento. La 
CNMC continúa esperando los desarrollos normativos que le permitan adaptar su 
estructura interna para ejercer estas funciones de forma efectiva. Y mientras tanto, el 
discurso de odio sigue circulando con una fuerza preocupante.

Porque ya han pasado tres años desde la aprobación de la DSA. Y los datos son 
contundentes: 

- Según el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones solo se retira un 35% 
de los mensajes de odio en redes.

(DE&I) ha dejado de ser una cuestión de justicia social para convertirse en un pilar 
estratégico de sostenibilidad y competitividad. Las organizaciones que descuidan estas 
políticas se autoexcluyen del acceso al mejor talento, dejando fuera más del 10% del este, 
porcentaje mucho más amplio en el caso de las generaciones más jóvenes, que priorizan la 
coherencia de valores y el compromiso social. Para que este impacto sea efectivo, la 
estrategia debe abandonar las acciones aisladas y apostar por una "lluvia fina" de 
sensibilización constante que permee toda la estructura; este es el trabajo que se ha llevado 
a cabo en REPSOL, mediante la implementación de un plan que considera desde la 
creación de entornos seguros y grupos de afinidad en sus sedes y negocios, hasta la 
integración de criterios de diversidad en la cadena de suministro y el apoyo institucional en 
eventos como la Manifestación del Orgullo en Madrid.

La innovación en igualdad LGTBI+ exige hoy una visión transnacional y proactiva que no se 
limite a "vivir de las rentas" de avances pasados, especialmente ante la involución en 
ciertos sectores. Esto implica medidas de calado como la equiparación de derechos en 
países con contextos legales complejos y la eliminación de estereotipos que aún penalizan 
lo no normativo. En última instancia, el camino a seguir requiere una coherencia absoluta 
entre el discurso corporativo y la realidad operativa, garantizando que cada persona 
trabajadora pueda desarrollar su potencial sin barreras y que cada cliente/a perciba un 
mensaje de respeto y diversidad en todos los puntos de contacto de la compañía.

Andrés Gutiérrez - Museo de América

La diversidad sexo afectiva y de género es una realidad en todas las sociedades, de forma 
más o menos visible o reconocida. Sin embargo, aunque los museos son ventanas para 
asomarse a esas realidades propias o ajenas, presentes o pasadas, por lo general, la 
diversidad no es explícita. ¿Dónde están las personas LGTBI+ en los relatos de los museos? 
¿Cómo se les representa? 

La transformación que se está produciendo en este tipo de instituciones y en particular en 
el Museo de América, se debe a diferentes impulsos. Por un lado, la visibilidad aumenta al 
crearse espacios más seguros para los trabajadores LGTBI+, y se consolida con la formación 
y el respaldo a proyectos con esta perspectiva, lo que sirve a su vez como 
retroalimentación. Por otro, las alianzas estratégicas con Asociaciones, Fundaciones y 
colectivos permiten desarrollar líneas de trabajo más efectivas o que tengan un impacto 
real en la comunidad.

Álvaro Padial - COFIDES

En un contexto de incertidumbre global, la estrategia de Diversidad, Equidad e Inclusión 
(DE&I) se consolida no como una tendencia estética, sino como un pilar de sostenibilidad y 
competitividad. Las organizaciones que trascienden el mero cumplimiento normativo para 
adoptar un compromiso auténtico logran transformar su cultura interna, garantizando 

Vicenç Álvaro - Manpowergroup

Los poderes legislativo y ejecutivo tienen un papel relevante a la hora de dar forma a una 
sociedad, pero no actúan de manera aislada. Los medios de comunicación, la ciudadanía y 
las empresas son también fuerzas fundamentales que influyen de manera decisiva y, a 
diferencia del gobierno, no cambian cada cuatro años.

Por ello, el papel de las compañías (defendiendo sus valores y compromisos a través de 
culturas sólidas) es esencial para garantizar el bienestar de su entorno. Como empresas, no 
solo tenemos una responsabilidad con nuestras/os empleadas/os, sino también con el 
conjunto de la sociedad. Nuestros valores no dependen del color político de cada 
momento: forman parte de nuestro ADN y de nuestra cultura corporativa.

Y aunque tenemos el deber de cumplir con la ley, también debemos asegurarnos de que 
ese cumplimiento no nos haga olvidar quiénes somos ni cuál es nuestro compromiso con la 
sociedad, especialmente en momentos complejos como el actual.

Por ese motivo, en ManpowerGroup seguimos trabajando para impulsar la Diversidad, la 
Equidad y la Inclusión. Respetamos la normativa vigente, pero también nuestros valores y 
nuestro propósito como compañía, actuando como una fuerza positiva en la sociedad que 
contribuya a que los cambios políticos no se lleven por delante lo que hemos construido 
colectivamente.

Mesa III: Innovación en el impulso de los derechos LGBTI+ en el ámbito de 
las organizaciones.

Carmen Sánchez, responsable de talento e inserción sociolaboral FELGTBI+

El contexto actual donde estamos viviendo cambios normativos, tensiones sociales e 
incertidumbre sobre el futuro, la idea de esta mesa es ir más allá del “por qué” y centrarnos 
en el “cómo”, es decir, el objetivo es ahondar en cómo las organizaciones están innovando, 
ampliando el foco y como están pasando de mínimos a máximos. 

Las empresas coincidieron en que los derechos conseguidos se pueden tambalear y ahí 
radica la importancia de seguir fortaleciendo las estrategias de DEI en las organizaciones; 
resiliencia y seguir promoviendo el avance en Derechos Humanos. Si algo nos llevamos de 
esta mesa es que la innovación en derechos LGTBI+ no va solo de cumplir, sino de ampliar 
miradas, conectar cultura, personas y procesos y atreverse a ir más allá de lo establecido.

Diana Gómez - Repsol

En un contexto global de incertidumbre, la promoción de la diversidad, equidad e inclusión 

Este marco no solo regula el derecho a la igualdad, sino también la forma en que las 
organizaciones deben garantizarlo, con especial atención a la prevención y actuación frente 
al acoso y la violencia. Las consecuencias del incumplimiento pueden abarcar desde 
sanciones administrativas hasta responsabilidad penal de las personas jurídicas. En 
particular, el artículo 184.5 del Código Penal sanciona el acoso sexual en el ámbito laboral, 
que puede agravarse cuando concurre motivación por LGBTIfobia. A ello se suma la 
obligación derivada de la Ley Orgánica 3/2007 de promover condiciones laborales que 
eviten cualquier forma de acoso o discriminación. Por ello, se debe distinguir entre acoso 
sexual, acoso laboral y discriminación, ya que cada conducta genera diferentes niveles de 
responsabilidad, incluida la penal para la empresa.

En definitiva, el marco normativo español y europeo configura un modelo en el que 
diversidad, inclusión y no discriminación hacia las personas LGBTIQ+ constituyen 
obligaciones legales, no iniciativas voluntarias, cuya eficacia depende de sistemas 
organizativos capaces de garantizar su aplicación real, su supervisión continua y su 
trazabilidad.

Ester Navas - Baker McKenzie

Las compañías españolas, incluidas las filiales de los grupos extranjeros, tienen que cumplir 
la ley local y, por tanto, todas las obligaciones asociadas sin excepciones. A principios del 
2025 existía mucha incertidumbre sobre cómo conjugar el cumplimiento de estas 
obligaciones con la información que llegaba sobre las medidas estadounidenses en materia 
de diversidad. Pero el paso de los meses ha demostrado que es perfectamente posible 
cumplir con todas ellas, incluso ir más allá de la pura exigencia legal, sin poner en riesgo el 
negocio con aquél país. 

Desde Baker McKenzie, este ejercicio lo hemos hecho para muchos clientes, combinando 
nuestro conocimiento legal en Estados Unidos y en España. Hemos revisado políticas y 
compromisos en materia de diversidad, programas de diversidad completos e incluso 
estructuras de trabajo en estas materias para verificar su adecuación y en la mayoría de los 
casos sólo han sido necesarios pequeños reajustes. No obstante, este ejercicio de reflexión 
ha puesto sobre la mesa que, en muchos casos, la diversidad no era una prioridad real sino 
algo que “vendía” en términos de atracción de talento e, incluso, de puro negocio e 
imagen en el mercado. También ha ocurrido que muchas empresas han utilizado la excusa 
de la posición estadounidense en esta materia para hacer todo tipo de recortes no 
justificados, muchas de ellas simplemente aprovechando la coyuntura. 

Ahora, estando ya en 2026 y teniendo la experiencia que hemos acumulado durante todos 
estos meses, no existen excusas: hay que seguir apostando por la diversidad.  

intención de remodelar el panorama federal en una variedad de temas, poniendo 
especialmente el foco en los temas de Diversidad, Equidad e Inclusión (DEI) y 
especialmente en los temas LGBTI+. 

Esta situación levanto las alarmas de muchas empresas Nacionales e Internacionales, sobre 
sus propias políticas de Diversidad e Inclusión, sobre sus obligaciones en cumplir con estas 
Ordenes Ejecutivas, o con seguir avanzando en derechos cumpliendo, en nuestro caso con 
la legislación nacional prevista en el RD.

En este clima de inseguridad jurídica, desde la FELGTBI+ mantuvimos la misma posición, en 
primer lugar, el cumplimiento de la legislación es obligatorio. Pero, además, la diversidad y 
la inclusión es un tema que va más allá de lo legislativo, es un elemento de dignidad, 
derechos humanos y de compromiso.

Carlos Brito - UCM

En el ámbito laboral, el marco normativo español y europeo configura un sistema 
progresivo y garantista de protección de las personas LGBTIQ+, que articula principios 
fundamentales de igualdad con obligaciones operativas exigibles a las empresas. A nivel 
europeo, la Carta de Derechos Fundamentales reconoce la dignidad, la igualdad y la 
prohibición de discriminación, mientras que la Directiva 2000/78/CE establece el deber de 
garantizar la igualdad de trato en el empleo. Este marco se ve reforzado por la Directiva 
(UE) 2024/1499, que armoniza el funcionamiento de los organismos de igualdad para 
asegurar su independencia y capacidad supervisora, ampliando la protección frente a la 
discriminación por orientación sexual y fortaleciendo la vigilancia sobre los derechos 
LGBTIQ+ en el trabajo. A ello se suman la Directiva (UE) 2023/970, que impulsa la 
transparencia retributiva para combatir desigualdades estructurales, y la Directiva (UE) 
2024/1500, que refuerza la actuación de los organismos de igualdad específicamente en 
materia de empleo y ocupación.

España desarrolla este estándar europeo mediante un marco jurídico avanzado. La Ley 
15/2022 garantiza la igualdad de trato y la no discriminación, mientras que la Ley 4/2023 
reconoce y protege expresamente la orientación sexual, la identidad y expresión de género 
y las características sexuales en todos los ámbitos, incluido el laboral. En este contexto, el 
Real Decreto 1026/2024, dictado en desarrollo del artículo 15.1 de la Ley 4/2023, convierte 
estas garantías en obligaciones concretas para las empresas de más de cincuenta personas 
trabajadoras, exigiendo la implantación de un conjunto planificado de medidas LGTBI que 
incluye formación obligatoria, criterios objetivos de selección y promoción, medidas 
preventivas, negociación colectiva y un protocolo específico frente al acoso y la violencia 
hacia este colectivo. De este modo, la igualdad LGBTIQ+ deja de ser un valor declarativo 
para convertirse en un imperativo legal verificable mediante sistemas de cumplimiento 
capaces de asegurar su implementación efectiva y generar evidencia documental.

Óscar Rodríguez - vocal de relaciones exteriores FELGTBI+

La ponencia analiza la consolidación del odio en Europa haciendo uso de los datos de la 
Agencia de Derechos Fundamentales de la UE y cómo éste impacta en la comunidad 
LGTBI+. Se subraya que estos discursos no afectan únicamente a este colectivo, sino 
también a personas migrantes, con discapacidad, mujeres y minorías religiosas, lo que 
justifica la urgencia de un Pacto de Estado frente al odio hacia los colectivos más 
vulnerables que refuerce la prevención educativa, la formación de los operadores jurídicos, 
el análisis de datos o la protección en el ámbito laboral.

Se destaca la lucha contra las pseudoterapias de conversión, consideradas tortura por 
Naciones Unidas, y el éxito histórico de la Iniciativa Ciudadana Europea que ha superado 
ampliamente el millón de firmas para exigir su prohibición en toda la UE. Este logro 
interpela directamente a la Comisión Europea, que debe responder con una propuesta 
legislativa coherente con la II Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026 - 
2030. Asimismo, se examina críticamente esta segunda estrategia europea, menos 
ambiciosa que la anterior (2020–2025), en un contexto de auge de actores antigénero y de 
leyes regresivas en varios Estados miembros. Se cuestiona si la estrategia supone un avance 
real o un ejercicio de rainbow washing, especialmente ante la falta de medidas legislativas 
firmes contra las pseudoterapias y la debilidad de la acción exterior europea en derechos 
LGTBI+.

Finalmente, se aborda el contexto español, destacando su posición avanzada en el ránking 
de ILGA Europa, aunque con retrocesos territoriales y cuestiones pendientes en el 
desarrollo de la Ley Estatal LGTBI como son el reconocimiento de las personas no binarias, 
los derechos de las personas migrantes y demandantes de protección internacional o sobre 
cómo mejorar la protección de las personas intersex.

Mesa II: Compliance y DE&I: Cumplimiento normativo para empresas en 
tiempos de incertidumbres.

William Gil D´Avolio, director ejecutivo FELGTBI+

En octubre de 2024, se aprueba el Real Decreto por el que se desarrolla el conjunto 
planificado de las medidas para la igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en 
las empresas. Una medida que ha posicionado a España a la cabeza de los derechos 
laborales LGTBI+ y que, según nuestro Índice de Confianza en las Empresas de 2025, 
cuenta con una valoración positiva del 74,6% en el conjunto del colectivo LGTBI+.

Luego de este hito histórico, al otro lado del atlántico hay un cambio en la administración 
del Gobierno de los EEUU y, a los pocos meses de asumir el cargo, el nuevo presidente de 
los Estados Unidos, Donald Trump, emitió una serie de órdenes ejecutivas ("OE") con la 

Mesa I: Estrategia LGBTIQ+ 2026-2030 de la UE. Retos para el avance de 
los derechos en Europa.

Laura Morales - CSIC

La Estrategia de Igualdad LGBTIQ+ 2026-2030 se centra en tres áreas de intervención 
prioritaria: la protección de las personas LGBTIQ+ frente a los ataques de odio y la 
discriminación, el empoderamiento a través de la inclusión y la igualdad de derechos, y la 
participación proactiva (engagement) en iniciativas que promuevan la igualdad de las 
personas LGBTIQ+. 

El análisis de la ponencia se ha centrado en una evaluación de la primera área de 
intervención relativa a la protección de las personas LGBTIQ+. Teniendo en cuenta la 
magnitud del problema a través de datos de la tercera encuesta LGBTIQ de la UE, el énfasis 
está en la necesidad de que cualquier estrategia de intervención pública o privada 
enfocada a mejorar la protección necesita, de manera prioritaria, centrarse en el 
conocimiento de y la confianza en los mecanismos de notificación, queja y denuncia de la 
amplia gama de agresiones y discriminaciones que experimentan las personas LGBTIQ+. 

Igualmente, es importante la evaluación sistemática, periódica y metodológicamente 
robusta de estos mecanismos de notificación, queja y denuncia tanto por parte de los 
servicios públicos pertinentes como de las empresas privadas que los establecen dentro de 
sus protocolos de actuación interna.  

Rú Ávila - IGLYO

A partir de una mirada panorámica “desde Bruselas” sobre la Estrategia de Igualdad 
LGTBIQ+ de la Unión Europea, y poniendo el foco en cómo —y por qué— sus compromisos 
deben materializarse más allá de un único departamento, se hace énfasis en el hecho de 
que no se trata de una política confinada a Justicia o a una unidad de igualdad, sino de un 
marco que debe atravesar toda la Comisión y el conjunto de la gobernanza europea. 
Partiendo de una lectura interseccional y contextual, se deben valorar las posibilidades 
reales de avance hoy y las dinámicas institucionales que condicionan la implementación de 
medidas que afectan a los derechos de infancias, adolescencias y juventudes LGTBIQ+.

Esto implica detenerse en algunos nudos concretos: el aumento de delitos y discursos de 
odio hacia personas LGBTIQ+ (especialmente la instrumentalización de infancia y juventud), 
y la necesidad de respuestas efectivas, incluyendo el impulso contra las terapias de 
conversión y la visibilización de las realidades trans e intersex. Este análisis debe conectarse 
con las acciones impulsadas por la Comisión con el ámbito laboral, identificando palancas 
prácticas para reforzar la igualdad, la seguridad y la no discriminación en el empleo.
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